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  Y ello todavía con más razón si tenemos en cuenta que se trata de una cuestión jurídica, todavía 
abierta a nivel europeo, sobre la cual el Tribunal Constitucional no ha dictaminado todavía. En 
efecto, este Tribunal no ha sentado doctrina sobre cuál es el alcance sobre la inmunidad 
parlamentaria de las medidas cautelares privativas de libertad adoptadas por un juez o tribunal 
sobre un investigado o procesado antes de ser proclamado diputado. A ello cabe añadir que esta 
cuestión jurídica no resuelta todavía por el Tribunal Constitucional es un tema que trasciende del 
caso concreto, al suscitar una cuestión jurídica de relevante y general repercusión. 

 
  De hecho, tanto la ausencia de doctrina constitucional como su relevante y general repercusión 

fueron los dos motivos que justificaron la admisión del asunto 64/2020, en el que se plantea una 
temática plenamente coincidente con la suscitada por los ahora recurrentes de amparo. Y también 
ambos motivos justificaron su avocación al Pleno por Acuerdo de 14 julio 2020, que apreció que 
concurría una especial trascendencia constitucional (art. 50.1 LOTC) porque el recurso planteaba 
un problema o afectaba a una faceta de un derecho fundamental sobre el que no hay doctrina de 
este Tribunal [STC 155/2009, FJ 2, a)] y porque el asunto suscitado trascendía del caso concreto 
porque planteaba una cuestión jurídica de relevante y general repercusión social o económica 
[STC 155/2009, FJ 2, g)]. 

 
   A todo ello conviene añadir que se trata del primer caso de inadmisión de un recurso de amparo 

relativo a un asunto vinculado a la causa especial 20907-2017, puesto que la práctica constante 
de este Tribunal en relación con estos amparos ha sido siempre su admisión y avocación a Pleno 
para su posterior resolución. 

 
   En suma, y en primer lugar, considero que se ha precipitado innecesariamente una decisión que 

no debió adoptarse en la Sección de Vacaciones, sino que el asunto debió haberse tramitado tras 
el periodo estival siguiendo el sistema ordinario de reparto y resolución de los asuntos en el 
Tribunal Constitucional. La petición de medidas cautelares no justifica por sí sola la resolución 
de asuntos por esta Sección, sino que deben concurrir las pertinentes circunstancias de urgencia 
que no concurren en este supuesto, ya que los recurrentes no se encuentran en el territorio 
afectado por las órdenes de busca y captura, pueden desarrollar sus funciones representativas 
fuera del territorio nacional y tampoco se encuentran en este momento privados de libertad. En 
segundo lugar, considero que la decisión debió de ser la admisión del recurso de amparo por estar 
todavía abierta la cuestión jurídica a nivel europeo y por su evidente transcendencia 
constitucional, dada la ausencia de doctrina de este Tribunal relativa a esta cuestión jurídica que, 
además, trasciende del caso concreto. Y, en el supuesto de haberse admitido el recurso de amparo, 
deberían haberse denegado las medidas cautelares solicitadas, toda vez que las mismas coinciden 
sustancialmente con el objeto del recurso y este Tribunal ha sostenido que, en estos casos, no 
procede la suspensión de las medidas cautelares privativas de libertad pues ello equivaldría a un 
otorgamiento anticipado del amparo. Finalmente, y mayor abundamiento, la inadmisión del 
presente recurso de amparo se aparta, por primera vez, de la práctica seguida por este Tribunal 
en relación con los amparos presentados en relación con la causa especial 20907-2017, que han 
sido sistemáticamente admitidos y avocados a Pleno para su resolución. 
 
 
 
       Madrid, a nueve de agosto de dos mil veintitrés. 
 

           
     


